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MINISTERIO
DE ECONOMIA y HACIENDA

12867 ORDEN de 6 (le leh",'o de /985 por la que se dispo­
ne el cumplimiento de la sentenda dictada por /0
Sala de lo Contencioso-Administrat;yo. Sección Se­
RU"•. de la· Audiencia Nacional, "' rrcurso número
22.9)6 por ellmpue.uo sobre Transmisiones Patrimo­
niales interpuesto por la Entidad (/( Levantina de
Arrendamientos, Sociedad Anónima».

referelXia. la bonificación fiscal' establecida en el artículo
66.I.B.d), del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre
TnJ.nsmisiones Patrimoniales y Actos Juridícos Documentados.
aprobado por Decreto 1018/1967, de 6 de abril; todo ello sin ha­
cer expresa decl¡uación de condena en costas respecto de las de­
rivadas de este proceso jurisdiccionaL»

Lo que comunico a V. 1. para su conocimiento y efectos.
Dios ~uarde a' V. I. muchos años. _ .

. MadrId. 19 de febrero de 1985.-P. D.• el Suhsecrelano de
Economia y Hacienda. Miguel- Martín Fernández.

Ilmo. Sr. Diorector general de Tributos.

Ilmo. Sr.: Visto el testimonio de la sentencia dictada con fe­
cha 25 de junio de 1984 por la Sala de lo Contencioso-Adminis­
trativo, Sección segunda de la Audiencia Nacional.'en el recurso
número 23.079. interpuesto por la Entidad <<Inmobiliaria Urbis,
Sociedad Anónima», contra resolución del Tribunal Económico~

Administrativo Central de 17 de marzo de 1982, referente al Im­
puesto de Transmisiones Patrimoniales.

Resultando. que concurren en este caso las circunstancias pre­
vistas en el articulo 105 de la Ley de 27 de diciemhre de 1956.

Este Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución en sus
propios ténninos, de la referida sentenCIa, cuya parte dispositiva
es del siguiente tenor:

(Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso~admi­

nistrativo interpuesto por el Procurador señor Arque Almendros

Ilmo. Sr.: Visto el testimonio de la sentencia dictada con fe~

cha 8 de octubre de 1984 por la Sala Tercera del Tribunal Supre­
mo en el recurso de apelación número 61.100/1983. interpuesto
por la Administración General, representada y defendida por el
Abogado del Estado, contra sentencia dictada por la Sala de lo'
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Bil­
bao con fecha 24 de diciembre de 1982. sobre comprobación de
valores en el rmpuesto General de Transmisiones Patrimoniales.

Resultando que concurren en este caso las circunstancias pre­
vistas en el articulo 105 de la Ley de 27 de diciembre de 1956.

Este Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución, en sus
términos, de la referida sentencia. cuya parte dispositiva es del si­
guiente tenor:

(Fallamos: Que estimando en parte la apelación 61.100/1983
interpuesta por la Administración General, representada por su
Abogacía contra sentencia dictada el 24 de diciembre de 1982
por la Sala de esta jurisdicción de la Audiencia- Territorial de Bil­
bao sobre comprobación de valores en el Impuesto de Transmi­
siones Patrimoniales. debemos declarar. revocando en parte la
sentencia apelada. que el Agente de la Propiedad Inmobiliaria no
puede ser designado perito en el citado expediente. confirmando
en lo demás la sentencia apelada por ajustarse al ordenamiento
jurídico; sin pronunciamiento alguno sobre las costas de esta
apelación.» •

Lo Que comunico a V, 1. para su conocimiento y efectos.
Dios ~arde a V. 1. muchos años.
Madnd. 19 de febrero de 1985.-P. O.. el Subsecretario de

Economía y Hacienda. Miguel Martín Fernández.

Ilmo. Sr. Director general de Tributos.

Ilmo. Sr.: Visto el testimonio de la sentencia dietada con fe·
cha 20 de julio de 1984 por la Sala de lo Conteneioso-Adminis­
trati\o. Sección Se.unda. de la Audiencia Nacional, en el recurso
número 22.936. interpuesto por la Entidad ((Levantina de Arren­
damientos. Sociedad Anónima)), contra Resolución del Tribunal
Económico·Administrativo Central de 29 de octubre de 1981. re­
ferente al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales.

Resultando que concurren· en este caso las circunstancia" pre~

\-'istas en el artículo 105 de la Ley de 27 de diciembre de 1956.
Est" Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución. en sus

pr0pios términos, de la referida sentencia. cuya parte dispositiva
es del siguiente tenor:

«Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-admi­
nistr<:Hivo interpuesto por el Procurador señor Gandarillas. en
Iwmbre y representacio" de "Levantina de Arrendamientos. So­
ciedad Anónima", contra acuerdo del Tribunal Económico-Ad­
mini~tra[i\'o Centrar de 29 de octubre de 1981. debemos declarar
y declaramos que la resolución impugnada es conforme a dere­
cho: sin hacer expresa condena en costas.»

Lo que comunico a V. I. para sU conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. 1. muchos años.
Madrid. 6 de febrero de IlJ85.-P. D.. el Suhsecretario de Eco­

nomi<l y Hacienda. Miguel Martín Fernández.

Ilmo. Sr. Director gencr<ll de Trihutos.

12868 ORDEN de /9 de jehrerv de /985 por la que se dis­
POli/! el cumplimiento de la Sí.'ntencia diuuda por la
SI,I!" de lo Conh'náo.')o-Administrativo. Secáán Se­
gunda, de la Audiencia Nacional, con fecha 5 de julio
de 1984. recurso numero 22,047. interpuesto por la
Entidad «Inmobiliuria (/rbis, Sociedad Anániman,
por el Impuesto whre Trammisiolles Patrimoniales.

Ilmo. Sr.: Visto el testimonio de la sentencia dietada por la
Sala de lo Contencioso-Administrativo. Sección Segunda. de la
AudienCIa Nacional. con fecha 5 de julio de 1984. en el rel.·urso
número 22.047. interpuesto por la Entidad (<Inmobiliaria Urbis.
Sllciedad Anónima». representada por el Procurador don Angel
Deleito Villa, contra la Resolución del Tribunal Económico-Ad­
ministrati\'o Central de 28 de mayo de 1981, desestimatQria' del
recurso de alzada interpuesto contra el acuerdo del Tribunal
Económico~Administt:ativoProvincial de Madrid de 29 de junio
de 1979. recaido en erexpediente número 8.111/1976 P!'r el 1m­
pUóto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jundicos Do-
cumentados. .

Resultando que concurren en este caso las circunstancias pre~

,¡>la, el1 el articulo 105 de la Ley de 27 de diciembre de 1956.
E:.re Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución. en sus

pj()pios términos. de la referida sentencia. cuya parte dispositiva
es del siguiente tenor:

((Fallamos: Que estimando el actual recurso contencioso~ad~

ministrarivo interpuesto por el Procurador señor Deleito Villa en
nombre y representación de la Entidad demandante "'nmobilia­
ria Urbis. Sociedad Anónima". frente a la demandada Adminis­
tración General del Estado. representada y defendida por su
Abogacía contra las resoluciones del Tribunal Económico-Admi­
nistrativo Central de 28 de mayo de 1981 y del Tribunal Econó­
mico~Administrativo Provincial de Madrid de 29 de junio de
1979. en relación con la liquidación número T. 091324/1976. a
los que la demanda se contrae; debemos declarar y declaramos
no ser wnforrne a Derecho y por consiguiente anulamos los refe­
ridos actos administrativos. al presente combatidos. declarando
en su lugar ser de aptícación. al préstamo hipotecario de actual
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ORDEN de /9 defebre..o '* 1985 ptH' la que se dis:
pone el cumplimiento. la sentencia dictada por /a
SaJa Terrera ehl Tribunal Supremo• ... el recurso de
apelación IlÚmero .~/./OO/198j. InterpuestO por la
Administración G....ral. representada .v deJendlda
por el Abogado del Estado, contra sentencia dictada
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Te"itorial de Bilbao, por el Imptle~·to so­
bre Transmisiones Patrimoniales.

ORDEN de /9 de lebrero de/985 por la que:Je dis­
pone en cumplimiento de la sentencia didada por la
Sala de lo Contencioso-AdministraJivo, Seccióil Se­
gunda de la Audiencia Nacional, en el recurso núme­
ro 2J.079, interpuesto por la Entidad «Inmobilj,aria
Urbis, 'Sociedad Anónima», por -el Impuesto sobre
Transmisiones Patrimoniales.


